ALGUNAS CUESTIONES PROBLEMATICAS DEL REGIMEN ARGENTINO DEL LEASING MOBILIARIO
1.- Introducción.

El contrato de leasing en la Republica Argentina ha tenido – historicamente - un tratamiento pendular en varias oportunidades ya por la jurisprudencia, ya por la legislación, restando a la fecha ciertas desprolijidades en su regulación.
 
En sus inicios el tratamiento por nuestros tribunales fue adverso por su absoluta prohibición como puede advertirse en el leading case de “Compania Singer vs. Chacra A.” (
) y de allí pasamos al otro extremo de plena permisibilidad como notamos en el caso “The Nacional Paper and Type Co. Terceria en ‘Stocker y Cia. Vs. Kuperschmid’” (
), aun sin regimen legal que lo sustente. 

Con el dictado de la Ley 24.441 nos encontramos con el desprolijo ‘olvido’ de la norma sobre cual era la posibilidad ejecutoria del leasing mobiliario, pues la misma nada expresaba. 
 
Y en ese paso pendular de la Ley 24.441 a la actual Ley 25.248 nos encontramos con que por la primera no se permitía la renuncia a garantías de evicción y vicios redhibitorios (Art. 17), lo que actualmente se contrapone con la vigente que habilita esa liberación de responsabilidad en el dador (Art. 6).

Son muchos los supuestos en los que advertimos defectos pendulares y de tratamiento en este contrato movilizador de operaciones tanto financieras como mercantiles y en estas breves lineas plantearemos algunos de los que creemos son defectos operativos de la norma vigente que afectan una adecuada tutela del credito.

2.- Conexidad y Vinculacion Contractual. Un primer caso para el Debate.

El nuevo marco legal del leasing que en la Republica Argentina incorporara la ley 25.248, nos permite advertir una perspectiva natural en algunos supuestos de esta operatoria cual es el involucrar distintos contratos que se encuentran relacionados o vinculados económica y jurídicamente (contratos conexos o vinculados), cuyos efectos jurídicos no pueden dejar de repercutir uno sobre otro.


Uno de estos supuestos regulados es el de la adquisición por el dador del bien objeto del contrato a persona indicada por el tomador (
) (Art. 5 inc. a) Ley 25.248) y en el cual el dador cumple el contrato adquiriendo el bien, pudiendo el tomador reclamar directamente del vendedor – sin necesidad de cesion – todos los derechos que emergen del contrato de compra venta  (Art. 6 primer parrafo Ley 25.248). Es en este supuesto en el que, según adelantamos en la introducción, el dador puede liberarse de las responsabilidades de entrega y de las garantías de evicción y vicios redhibitorios.

Claramente se advierte de lo expresado en la definición legal (Art. 5 inc. a) Ley 25248) la unidad económica y vinculación jurídica de los acuerdos mencionados que conforman mecanismos operativos coligados por estructuras económicas financieras que hacen al desarrollo económico general. 
 
Esta estructuración coligada en lo económico y financiero que vincula a distintos sujetos o empresas que se aúnan en un fin económico vinculado, no puede – a nuestro criterio – fragmentarse a fin de limitar responsabilidades de los intervinientes.


La ley 25.248 al permitir al dador del leasing desligarse de ciertas responsabilidades, puede llegar a frustrar la finalidad del negocio, porque ante ciertos incumplimientos del vendedor, el tomador se encuentra en una posición desprotegida de sus intereses y hasta agravada por la eventual obligación de afrontar pagos (del leasing) sin haber recibido la cosa (
). Adviértase que en el caso la posición es mas grave que en el crédito documentado en donde el banco garantiza la debida entrega de lo adquirido mediante el control documentario antes de efectivizar el pago.

Nos planteamos así, ¿cual es la situación del tomador de un bien (adquirido mediante una importación) en la cual el bien no es entregado o, entregado no es armado o instalado conforme las obligaciones asumidas por parte del vendedor, como accesorias a la entrega?.

Si nos ajustamos a la cláusula de exención de toda responsabilidad del dador por entrega o vicios, la situación será que el tomador deberá enfrentar el pago de los cánones sin tener el uso o goce del bien. 

Si bien el tomador no podría en principio ampararse en las normas de defensa de usuarios y consumidores (Ley 24.240 y 24.999) ya que el bien adquirido si bien se consumirá por el tomador, normalmente se integra al destino productivo de la empresa, a su tarea de producción y ello permitirá excluirlo de una típica relación de consumo; no es menos cierto que los principios que nutren esa normativa y los generales del derecho común no pueden dejar de tenerse en cuenta a los efectos de analizar la cuestión.

La calidad del dador – entidad financiera – su calidad de hacienda especializada (
) le imponen aun frente al supuesto de adquirir el bien a la persona indicada por el tomador (Art. 6 inc. a) una actuación mas allá de la de un simple aportante de dinero para la compra del bien y una adecuada atención a los términos del negocio (compraventa) para que sea posible el adecuado cumplimiento de la continuidad negocial que integra (o sea la finalidad de lograr del uso y goce de la cosa por el tomador).


En tales condiciones constituiría un abuso de derecho (Art. 1071 Cod.Civ.) permitir la lisa y llana exclusión de responsabilidad del dador si no se produce la entrega o el cumplimiento de las obligaciones accesorias que hagan factible el uso y goce de la cosa, pues de permitirse tal exclusión de responsabilidad – aplicación extrema de la clausula del Art. 6 primer párrafo – se frustraría el cumplimiento del objeto mismo del contrato de leasing cual es el de dar el uso y goce del bien.


La fragmentacion contractual contra natura que hace factible el Art. 6 mencionado, rompe así con las consecuencia lógicas y naturales de la vinculación o conexidad contractual que genera el leasing, privando al tomador de claros derechos que hacen a la esencia del negocio en virtud de una cláusula de exención permitida expresamente por la ley 25.248.

Pero lo que agrava esta situación es que aún en el evento de que el tomador del leasing pudiera ser considerado consumidor  (Art. 1 Ley 24240) en realidad dejaría de serlo (o no llegaría a serlo) por la propia estructura que al ejercicio de sus derecho le da la normativa vigente. En efecto: la ley 25.248 expresa en su Art. 6 que el tomador puede reclamar del vendedor, sin necesidad de cesión por parte del dador, todos los derechos que emergen del contrato de compraventa. Consecuentemente como bien expone la profesora Weingarten (
), el tomador actuará en base a un derecho que adquiere por subrogación legal, quedando colocado para el ejercicio de sus derechos en la posición del dador que carece de aptitud para calificarse como consumidor. 
 
En estas condiciones si el tomador se encontraba en posición de considerarse consumidor del bien, dejaría de serlo, ya que al tomar la posición del dador queda excluido de los beneficios de las normas de protección de usuarios y consumidores, perdiendo las posibilidades de múltiples responsables que asigna el Art. 40 de la Ley 24.240. 

Como se puede advertir debería reconsiderarse tanto la aplicabilidad de tales cláusulas – que podrían caer bajo la sanción de nulidad del Art. 37 de la Ley 24.240 o en la genérica protección del Art. 1071 Cod.Civ. por abuso de derecho – como la situación misma del tomador mediante una interpretación mas integral del negocio en análisis.
3.- Otro caso para el Estudio y Debate. La Ejecución por Mora en el Leasing Mobiliario

Hemos visto que el pronto recupero del crédito en el leasing inmobiliario habia sido un capítulo olvidado de la anterior norma la Ley 24.441. La nueva Ley 25.248 en su Art. 21 al tratar del leasing mobiliario, ante la mora del tomador, permite al dador una doble opción:

a.- Ejercer una acción o medida de secuestro del bien, circunstancia que generara la resolución del contrato y seguidamente la ejecución del cobro del canon hasta el momento del secuestro.
b.- Accionar por vía ejecutiva por el canon no pagado o todo el canon del contrato si así se hubiere pactado, para lo cual el contrato operara como titulo ejecutivo, estableciendo que el domicilio constituido será el fijado en el contrato.


Claramente se advierte una oportunidad perdida y un mal manejo de los términos con graves consecuencias para la seguridad jurídica que la norma siempre debe tener como meta.


La reforma de la Ley 25.248 si bien incorporo aspectos omitidos por la anterior Ley 24.441, lo cierto es que deja mucho de ser una herramienta ágil para el recupero del crédito otorgado. Frente a normas y sistemas ya vigentes en nuestro país, sorprende que con mayor sustento jurídico no se hubieran aplicado esos sistemas que tan útiles son para el rápido recupero de una cartera morosa.

En efecto: la norma del Art. 39 del DL 15348/46 (Regimen de Prenda con Registro, t.o. Dec 897/95) habilita la acción de secuestro y la liquidación privada del bien, vía esta ya reconocida y aplicada en otras normas, como aquellas facultades concedidas al Banco Hipotecario Nacional en su carta orgánica o en el Art. 29 de la Ley 21.799 en relación al Banco de la Nación Argentina, o aún mismo la pauta del regimen de prenda común del Art. 585 del Codigo de Comercio, entre otras.

Esta forma de recuperación del bien y de ejecución privada – en los terminos del Art. 585 del Código de Comercio – pudo haber sido incorporada con mayor sustento concreto en la normativas del Leasing, pues mientras que en el caso del Art. 39 quien secuestra y liquida privadamente es un acreedor privilegiado, en el caso del leasing el dador es el dueño del bien y con mayor razón debería habérsele otorgado la posibilidad de recuperar y liquidar privadamente dicho bien, sin necesidad de promover acción judicial alguna. 


Ello no solo hubiera dado una mayor protección del crédito y una mayor seguridad jurídica al acreedor, sino que hubiera evitado la constante concurrencia a sede judicial en cuestiones que validamente podrían haberse evitado.


Mas aun de haber estado en una línea de actual tendencia en el derecho comparado (P.ej. la ley canadiense de garantías mobiliarias o la reciente ley de garantías mobiliarias de Rumania (
) debería haberse considerado la alternativa de un reposesión privada (self-reposession) sin fuerza en las personas o cosas como alternativa previa a una acción de secuestro, para evitar concurrir a sede judicial y la consecuencia perdida de tiempo, facilitando el recupero de cartera morosa.

Lamentablemente la reforma de la Ley 25.248 fue otra oportunidad perdida, no solo para innovar en la tutela del crédito y una rápida recuperación de cartera, sino para estar cuando menos a igual nivel que la normativa análoga en nuestro país como lo es el Art. 39 de la normativa prendaria.
4.- Otras Desprolijidades del Regimen Argentino.


Finalmente otra cuestión que conforma un claro inconveniente en el regimen vigente, es que equivocadamente la Ley 25.248 establece (Art. 21 in fine) que a los efectos del proceso ejecutivo por mora, el “domicilio constituido, sera el fijado en el contrato”. 

Convengamos que el domicilio “constituido” es solamente el domicilio procesal (Arts. 40 y 41 del CPCCN) y solo el domicilio constituido procesalmente (esto es aquel fijado por la parte dentro del proceso y no fuera de el), podrá tener los efectos que la norma procesal le asigna a este.


El domicilio fijado en el contrato no es ni más ni menos que un domicilio especial, propio y específico de lo regulado por los Arts. 101 y 102 del Codigo Civil, de allí que de actuarse judicialmente la notificación o intimación de pago en el proceso ejecutivo podrá llevarse a cabo en el domicilio “especial” (no constituido como dice la ley) fijado en el contrato, como “domicilio denunciado” (o en su caso denunciado bajo responsabilidad de la ejecutante), pues no se puede asimilar el domicilio acordado contractualmente con el domicilio constituido “ad litem”, so riesgo de provocar la indefensión del demandado por violación a elementales principios constitucionales como el de la defensa en juicio de los derechos (
).


Es que la calificación de domicilio constituido solo corresponde al domicilio procesal o ‘ad litem’ , fijado a los efectos exclusivos del proceso en el proceso, conforme el régimen establecido por el Art. 40 del CPCCN. 
 
La no asimilación de ambos no importa desconocer los efectos que el Art. 101 del Código Civil otorga al domicilio especial (
), pero impone una necesaria corrección al texto de la ley vigente que podría acarrear graves consecuencias en la ejecución al tomador y la eventual nulidad procesal en la ejecución del dador.

5.- Ideas Finales para el Debate


El contrato de leasing es de aquellos de cierta complejidad que con una  normativa no suficientemente precisa, complican al intérprete, a mas de complicarse el cuadro do por las situaciones económicas como se ha visto ocurrir a consecuencia de la emergencia económica y su pesificación, y por aquellas operaciones generadas en el exterior y su incidencia en el mercado interno que también generaran conflictos jurisprudenciales.

Mas allá de lo que pueda surgir del debate en esta reunión sobre estos temas adelantados, lo cierto es que el tema impone una interpretación profesional y judicial que se encuentre en una línea acorde a agilizar el recupero del crédito sin demoras, regulaciones o en su caso interpretaciones que enfrenten la velocidad propia del trafico mercantil. 
Este es un campo en donde entonces se abre al tribunal demostrar la celeridad de la justicia y la libertad de construir – con sus sentencias – una armonía de las normas con la vida económica y social de nuestra comunidad.
� .- Cámara Comercial de la Capital, 15/11/1913, votos de los Dres. Mendez, Castillo y Estevez, con sustento en la prohibición del Art. 2509 Cod.Civ. 


� .- Cámara Comercial de la Capital 4/12/1929, votos de los Dres. Matienzo, Estrada y Gonzalez Gowland. 


� .- A los efectos de transferir al tomador la tenencia del bien para su uso y goce contra el pago de un pago, confiriéndole la opción de compra por un precio determinado (Art. 1 Ley 25.248).


� .- La ley regula dos supuestos en donde el dador no se libera de esas responsabilidades: Art. 5 inc. d) - Cuando el dador es propietario del bien antes de su vinculación con el tomador y Art. 6 – Cuando el dador es fabricante, importador, vendedor o constructor del bien dado en leasing.


� .- Conf. Doctrina de la C.S.J.N. 


� .- Conf. WEINGARTEN, Celia “Leasing. Ley 25.248. Contratos Conexados y Reparación de Danos”, en L.L. boletín del 17 de septiembre de 2000, pag. 2 y ss. 


� .- Ley 99 del 26 de mayo de 199


� .- Conf. CNCom. Sala B, 13/9/95 en LL 1996-A, pag. 162. En igual sentido DOMANICO Ruben L. “Ineficacia del Domicilio Especial consignado como Constituido”, en LL 1976-D, pag. 709 y MUGUILLO Roberto A. “Prenda Con Registro” Ed. Astrea, 3a. Ed. Bs.As. 2001, pag, 166 y ss.


� .- Conf. CNCom. Sala E, 25/6/90 en DJ 1991-1, pag. 336, fallo No. 5163 y también 23/10/90 en J.A. 1991-III, pag. 471.





